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Vistos los autos: “Figueroa de Cornejo, Hortensia y otros
¢/ Administracién de Parques Nacionales s/ expropiacidén inver-

Sall
Considerando:

1°) Que la Camara Federal de Apelaciones de Salta, al
revocar la sentencia de primera instancia, hizo lugar a la de-
manda de expropiacién irregular dirigida contra la Administra-
cién de Parques Nacionales y, en consecuencia, ordend transferir
‘a ésta el dominio de la porcidén del inmueble demarcado en el
plano de subdivisién para expropiacién n° 42, inscripto en el
catastro del Departamento de Santa Victoria de la Provincia de
Salta, con una superficie de 8.907 hectareas, 4 centiareas y 50
decimetros cuadrados; y condené a la demandada a abonar en con-
cepto de indemnizacidén la suma de $ 5.789.550, més intereses a
la tasa pasiva promedio que publiéa el Banco Central de la Re-
publica Argentina desde la interposicién de la demanda hasta su
efectivo pago, la que deberia quedar a disposicidén del juez que
interviene en el juicio sucesorio de Candelaria Hortensia Campe-

ro de Figueroa, fallecida en 1980.

Contra este pronunciamiento, la demandada interpuso
el recurso ordinario de apelacién (fs. 819), que fue concedido a
fs. 890/891. El respectivo memorial obra a fs. 901/913 vta. y su
contestacién a fs. 919/934.



2°) Que al expedirse recientemente en la causa CSJ
494/2013 (49-A)/CS1 “Anadon, Tomés Salvador ¢/ Comisidn Nacional
de Comunicaciones s/ despido”, esta Corte declard la inconstitu-
cionalidad del art. 24, inciso 6°, apartado a, del decreto-ley
1285/58, que instituyé‘la “apelacién ordinaria de las sentencias
definitivas de las céamaras nacionales de apelaciones” para los
supuestos alli individualizados (sentencia del 20 de agosto de
2015). En su pronunciamiento el Tribunal aclardé gque las causas
en las que hubiera sido notificada la sentencia de camara con
anterioridad a que aquel quedase firme continuarian con su tra-
mitacién con arreglo a la norma declarada inconstitucional. Dado
que esta ultima situacidn es la que se presenta en el sub lite,
corresponde examinar las condiciones de admisibilidad de la ape-
lacidén interpuesta a la luz de la referida normativa y de con-
formidad con los criterios interpretativos que fueron elaborados

por esta Corte a su respecto.

3°) Que al ser asi, en el caso, el recurso deducido
es formalmente admisible en la medida en que se trata de una
sentencia definitiva, recaida en una causa en que la Nacidn Ar-
gentina es directamente parte, y en la que el valor disputado en
ultimo términc, sin sus accesorios, supera el minimo previsto en
el art. 24, inciso 6°, apartado a, del decreto-ley 1285/58 y la
resolucidén de esta Corte 1360/91. Asimismo la parte actora in-

terpuso el recurso extraordinario que fue concedido a fs. 891.

4°) Que para resoclver como lo hizo, el tribunal de
alzada sefiald que el 27 de marzo de 1974 se publicdé la ley
20.656 que crebdé el Parque Nacional Baritu, sujeto al régimen de

la ley 18.594 (Ley de Parques Nacionales), y gue no se contro-
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virtidé en autos que aquella ley incluia uné franjy de terreno de
propiedad de 1los actores. Indicdé que,' por su parte, la ley
18.594 establecid importantes restricciones al ejercicio del de-
recho de propiedad de los titulares de A&reas comprendidas en su
régimen; prohibidé asi: a) la enajenacidén, arrendamiento o conce-
sién de tierras, b) la exploracién y explotacién minera, c¢) la
instalacién de industrias, d) la explotacidén agricola, ganadera
y forestal, e) la pesca comercial, la caza y cualquier otro tipo
de explotacién de los recursos naturales, f) la construccidén de
viviendas, salvo las destinadas a los servicios de la autoridad
de aplicacidén, de vigilancia o seguridad de la Nacién y turisti-
.cos, g) la introduccién de animalés domésticos, con la excepciédn
de los necesarios para la atencidén de los servicios mencionados
en él inciso “f”, h) la introducéién de flora o fauna exdbéticas,
i) crear pueblos en propiedades particulares, y j) toda accién
que pudiera originar alguna modificacién del paisaje o del equi-
librio biolégico. Tales restricciones -apuntdé- fueron mantenidas

en lo sustancial por la ley 22.351.

Observd que, en tales condiciones, las posibilidades
de uso y goce, en aquel entonces, de Candelaria Hortensia Campe-
ro de Figueroa sobre el fundo objeto de este proceso gquedaron

limitadas por aquel ordenamiento a un estrecho margen de accién.

El tribunal destacd, ademés, gque el Poder Ejecutivo,
mediante decreto 716 del 24 de marzo de 1975, mandd llevar ade-
lante la expropiacidén de los inmuebles necesarios para la cons-

titucién del Parque Nacional Baritu, a cuyo fin, en el anexo T



del decretot solo se mencionaron las fincas pertenecientes a
Bmalia Beatriz del Rio de Calero y otros, y Carlos Alberto Fran-
zini, no asi a la que es objeto de este litigio. No obstante
-subraydé la camara-, casi un afio mads tarde la demandada confec-
ciond y aprobd el plano de subdivisién n°® 42 para la expropia-
cidén, en el que se delimitd la porcidn de la sefiora Campero de

Figuerca, de quienes los actores serian sus herederos.

A juicio de la camara, la realizacidédn de dicho plano
puso en evidencia una conducta de la demandada desplegada en el
interés, en ese entonces, de avanzar con los tramites expropia-
torios, mas alld de la omisidén en que incurrid el decreto 716 de

1975.

Valord, asimismo, el contrato celebrado entre Campero
de Figueroca y Roberto Raul Robles el 15 de enero de 1976, por el
cual la primera arrenddé al segundo por el plazo de cinco afios
“los bosques de su propiedad existentes en la Finca Santa Victo-
ria (..) para la explotacién del monte que hubiere en ella con
excepcidn de la fraccidén loteada y de la fraccién que fueré
afectada por la expropiacién para el Pargue Nacional Baritu”.
Dijo el tribunal que tal instrumento fue agregado a los autos en
los términos del art. 260, inciso 3°, del Cédigo Procesal Civil
y Comercial de la Nacidén, que de acuerdo al peritaje caligrafico
debia considerarlo auténtico, y que consﬁituia una prueba més de
gque la existencia del Parque Nacional Baritu restringia el dere-
cho de propiedad de la actora, en tanto esta debid exclulir ex-
presamente de la explotacidén forestal al sector afectado a la

expropiacidn.
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Por otra parte, la cémara considerd d& cabal- - impor-
tancia el resultado del peritaje llevado a cabo por miembros del
Tribunal de Tasaciones de la Nacién, del que surge que se accede
al Parque Nacional Baritd a través del inmueble en cuestidén vy
que en él se halla instalada la casa del guarda parque, lo que
no fue negado por la demandada ni refutado por prueba en contra-

rio.

Todas estas circunstancias llevaron al a quo al con-
vencimiento de que, en el caso, se reunian los presupuestos que
tornaban admisible la accidén de expropiaciédn irregular, de con-
-formidad con el art. 51, inciso b, de la ley 21.499, porgue la
declaracidén contenida en la ley 20.656 habia incidido en forma
directa en la aplicacidén a los actores del estricto régimen es-
tablecido en las leyes 18.594, 22.351 y el decreto 2149/90, que
prohibian una importante cantidad de actividades y usos sobre el
inmueble en cuestidén, lo que demostraba un estado de indisponi-
bilidad por evidente dificultad o impedimento para disponer de
la fraccidén de tierra en condiciones normales. Puso de relieve,
finalmente, que la serie de actos y circunstancias examinados,
lejos de constituir una muestra del abandono de la expropiacidén
alegado por la demandada en los términos del art. 33 de la ley
21.499, se erigen como prueba de su avance sobre el derecho de

propiedad de los actores.

5°) Que, en primer lugar, cabe rechazar la excepcidn
de prescripcién de la accidén de expropiacién irregular opuesta

por la parte demandada, en los términos del art. 56 de la ley



21.499, cuya inconstitucionalidad fuera planteada por la actora
en la demanda. Ello en tanto, la mencionada disposicién que
prevé la prescripcidédn quinquenal para esta accidén, fue declarada
inconstitucional por este Tribunal en Fallos: 315:586 y su doc-

trina reiterada en Fallos: 320:1263 y 327:1706.

6°) Que sentado ello, es menester recordar que el
art. 33 de la ley 21.499 establece: “Se tendrd por abandonada la
expropiacién -salvo disposicidn expresa de ley especial- si el
expropiante no promueve el juicio dentro de los dos afics de vi-
gencia de la ley que la autorice, cuando se trate de llevarla a
cabo sobre bienes individualmeﬁte determinados; de cinco afios,
cuando se trate de bienes comprendidos dentro de una zona deter-
minada; y de diez afios cuando se trate de bienes comprendidos en

una enumeracidn genérica (..)”.

Esta Corte, en Fallos: 304:1484 sostuvo que una razo-
nable interpretacidn de dicha norma puede llevar a sostener “que
la configuracidén del abandono exige, no sbélo que no haya promo-
vido el expropiante el respectivo Jjuicio durante el lapso indi-
cado, sino también que no haya mediado un comportamiento o con-
ducta de aquél tendiente a concretar indebidamente los efectos
de la expropiacidén (confrontar: incs. a y ¢ del citado art. 51),
habida cuenta que tal conducta desvirtuaria la presuncidén de

‘abandono’ ”.

También destacd que, por el contrario, “parece ade-
cuado sostener que no impide aquella configuracién el supuesto
contemplado en el inc. b del art. 51 de la ley 21.499, por no

suponer un comportamiento o conducta del expropiante -mucho me-
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nos de tipo indebido-, habida cuenta que quien oca;}bn@ alli el
agravio no es el Poder Administrador, sino el érgano legislativo

al sancionar la ley formal”.

7°) Que, de acuerdo a lo expresado, procede examinar
si en el caso se ha probado la existencia de comportamientos o
conductas que demuestren la intencidén del demandado de llevar
adelante la expropiacidén y, por ende, que no se ha configurado
la situacién de “abandono” que dicha parte invocd desde la con-

testacidén de la demanda.

_ Por lo sefialado en el ultimo parrafo del considerando
6°, debe desecharse como elemento relevante la sujecién del pre-
dio a las restricciones impuestas por las leyes 18.594 y 22.351,
en tanto dicha sujecidn no proviene de acto alguno del poder ad-
ministrador, sino de la decisidén del Congreso de la Nacidén exte-

riorizada en la ley 20.656.

Por su parﬁe, el contrato celebrado entre Candelaria
Hortensia Campero de Figueroa y Roberto Robles para el aprove-
chamiento forestal de las tierras gque no estuviesen sujetas a
expropiacidén, tampoco es un acto en el que haya tenido interven-
cién el demandado, por lo que mal puede servir para probar su

intencién de comenzar el proceso expropiatorio.

8°) Que, a diferencia de las circunstancias menciona-
das en el considerando anterior, si traducen comportamientos o
acciocnes del demandado, tanto la realizacidén y posterior aproba-

cion del plano n° 42 de subdivisidén “al sdlo efecto de gestionér



la expropiacidén” -segun el informe de la Direccién General de
Inmuebles de la provincia obrante a fs. 168-, como la instala-

cién de la casa del guarda parques en un sector del predio.

No obstante, ninguno de tales actos demuestra de modo
fehaciente el interés del demandado por concretar la expropia-
cién del inmueble. En efecto, si bien el plano aludido, obrante
en el catastro provincial, tuvo por finalidad preparar la expro-
placién del terreno, lo cierto es que desde el 5 de enero de
1976, fecha de su aprobacidén, la demandada no desplegd ninguna
otra actividad con igual objeto; lo que bien puede explicarse
por el hecho de que el decreto 716/75 (publicado en el Boletin
Oficial del 24 de marzo de 1975), al no incluir entre los inmue-
bles a expropiar al gque es objeto de esta controversia, ponia de
relieve la falta de interés del Poder Ejecutivo en incorporarlo

al Parque Baritu.

En cuanto a la casa del guarda parques, su mera exis-
tencia dentro del predio, sin mayores precisiones sobre su ubi-
cacidn exacta, fecha de construccidédn y utilizaciédn, no constitu-
ye un dato gue pruebe inequivocamente el interés en expropiar
por parte de la autoridad competente. Maxime cuando los actores,
en su escrito de demanda no mencionaron su presencia, y por si
misma carece de relevancia para demostrar una restriccidén o per-
turbacidén esencial al dominio (conf. Fallos: 266:34, consideran-
do 5°) que comporte el desapoderamiento de un inmueble de una

superficie de 8.907 hectareas.

Por ultimo, tampoco es decisivo el decreto 2149/90,

que clasificdé como “Reserva Natural Estricta” ciertos sectores
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de varios parques nacionales, considerdndolos de minio de 1la
Nacién -entre los que, segun la cdmara, se hallaria el predio de
autos-, pues en el mismo decreto se aclard que los mapas que de-
limitaban dichos sectores eran provisionales y estaban, por en-

de, sujetos a ulteriores correcciones.

9°) Que esta Corte, en los precedentes de Fallos:
291:507 y 304:1484 sostu&o gque en toda expropiacidén valida el
propésito fundamental que persigue el Estddo es el de satisfacer
intereses publicos superiores, cuya consolidacién exige el sa-
crificio del dominio particular o privado. Y destacd que cuando
-circunstancias sobrevinientes o hechos anteriores desconocidos
demuestran -a juicio de los poderes politicos del Estado- qué la
utilidad publica declarada no existe o ha desaparecido, va de
'suyo que no puede negarse a dicho Estado el derecho a desistir
de la expropiacidn, en su caso, o el de'hacer valer el “abando-
no”, aun configurado luego de la promocidén de una expropiacién
irregular y en tanto no haya quedado perfeccionada esta,
obligandolo a concretar una expropiacidén que no tiende a la sa-

tisfaccién de necesidades de utilidad general ni a la consecu-

cidén de las exigencias propias del bien comun.

Agregé que si bien la atribucién de declarar la uti-
lidad publica es exclusiva del poder legislativo, la facultad de
concretar la expropiacidén corresponde al poder 'adminiétrador,
que decide la oportunidad en que puede hacerlo o, en Gltima ins-

tancia, el “abandono” de la expropiacién, o su desistimiento, si



circunstancias asi lo imponen o lo aconsejan (Fallos: 304:1484

citado) .

10) Que, asimismo, el Tribunal sefialdé que el art. 29
de la ley 21.499 faculta al expropiante a desistir de la accidn
en tanto la expropiacidén no haya quedado perfeccionada, situa-
cién esta ultima que se configura cuando ha operado la transfe-
rencia del dominio al expropiante mediante sentencia firme, toma
de posesién y pago de la indemnizacién. Vale decir que, en tanto
no haya mediado perfeccionamiento de la expropiacidn -y aun
cuando se haya operado el traspaso de la posesidén del bien- el
derecho del Estado para desistir de la accién expropiatoria re-
sulta indiscutible, sin perjuicio de que los afectados por tal
conducta utilicen las vias que el ordenamiento juridico prevé
para obtener la reparacidén de los dafios que eventualmente pudie-

ran ser sSu consecuencia.

Tratandose de una expropiacidén irregular no cabe es-
trictamente hablar de la posibilidad de desistimiento por el ex-
propiante “de la accidén promovida’”, por no ser este el duefio de
dicha accién, interpuesta por los particulares afectados. Sin
embargo —-se destacd también en Fallos: 304:1484- que debe admi-
tirse la posibilidad de que el Estado desista de su “derecho” a
expropiar, ya que no seria razonable concluir que por la sola
circunstancia de interponer el particular la accidén expropiato-
ria inversa, se impidiera al Estado tal posibilidad que, con am-
plitud se le acuerda en el juicio de expropiacidén regular, aun

mediando desapoderamiento del bien.

-10-
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En consecuencia, aun en la hipdtesis de descartarse
la configuracién de “abandono”, a la misma solucién deberia
arribarse por aplicacidén analdégica de las normas del procedi-
miento contemplado en la ley 21.499. Sobre el particular, cabe
poner de relieve que el demandado planted la situacidén de “aban-
dono” y la consecuente falta de interés por expropiar el bien
desde la contestacién de la demanda, y mantuvo esa postura a lo
largo de todo el pleito. Por otro lado, no se ha probado que me-
diase una restriccidén o perturbacidn esendial al derecho de pro-
piedad que invocan los actores, que contradijera el desinterés

insistentemente invocado por el demandado.

11) Que, en consecuencia, por los principios antes
expuestos y atendiendo a las circunstancias facticas del caso,
~corresponde considerar abandonada la expropiacidédn pretendida en
autos, habida cuenta que al 29 de diciembre de 2000 -fecha de
interposicién de la demanda- se encontraban largamente vencidos
los plazos establecidos en el art. 33 de la ley expropiatoria,
en cualguiera de sus supuestos, pues la ley 20.656 que declard
de utilidad publica los inmuebles data del afic 1974, y en el de-

creto 716/75 no fueron incluidas las tierras en litigio.

En atencidén al modo en que se decide, deviene inofi-
cioso el tratamiento de los restantes agravios como asi también
el tratamiento del recurso extraordinario interpuesto por 1la

parte actora que fue concedido a fs. 891.

-11-



Por ello, se revoca la sentencia apelada y se rechaza la
accién de expropiacién inversa, declarando el abandono de la ex-
propiacidén, en los términos del art. 33 de la ley 21.499. En
consecuencia, témese nota del dictado de esta sentencia en el
catastro n° 467, del Departamento de Santa Victoria, Provincia
de Salta. Costas por su orden en esta instancia en atencién a
las particularidades que presenta la causa. Notifiquese y, opor-

tunamente, devuélvase.

B M e

)

ARDO LUIS LORENZETT!

o

JUAN CARLOS MAQUEDA

ELENAL HIGHTON de NBLASCO

-12-
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Recurso ordinario interpuesto por el Estado Nacional (Administracién de Par-
ques Nacionales), parte demandada, representado por la Dra. Ana Inés Rosa.

Contestacidén del recurso ordinario y recurso extraordinario interpuestos por
Hortensia Maria Cornejo Figueroa, Federico Ratl Cornejo Figueroa, Corina Maria
Cornejo Figueroa de Rodriguez, Hortensia Figueroca de Cornejo, representados
por el Dr. Florentin Cornejo Figueroca (también por su propio derecho); Marcela
Figueroa Serrey de Lee, Juan Manuel Figueroa Serrey y Leopoldo Carlos Figueroa
Serrey, representados por el Dr. Ramiro Garcia Pecci; Ricardo José Figueroa
Patrén, representado por los Dres. Nicolas Ricardo Reimundin y Juan José
Martinez, y Antonio Cornejo Figueroa, representado por el Dr. José Antonio
Cornejo.

Tribunal de origen: Camara Federal de Apelaciones de Salta.

Tribunal gque intervino con anterioridad: Juzgado Federal de Primera Instancia
n® 1 de la Ciudad de Salta.
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E

-



	00000001
	00000002
	00000003
	00000004
	00000005
	00000006
	00000007
	00000008
	00000009
	00000010
	00000011
	00000012
	00000013
	00000014

